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sitos legalmente exigidoS para lograr sus fines y éstos,
razonamiento y conclusión, no incurren en ninguno de
los excesos antes señalados, según la resultancia de los
hechos, puesto que lo atribuido al preaviso fue falta de
concreción y claridad en la determinación de los obje­
tivos de la huelga y tal exigencia no es en sí formalista
ni restrictiva sino directamente aplicable según la lite­
ralidad del arto 3.3 del Real Decreto-Iey 17/1977.

Establecida así la cOrreción constitucional de la deci­
sión que se impugna, no es necesario analizar otros moti­
vos considerados por el Tribunal.

6. En último lugar. plantean los demandantes la
cuestión de que en ningún caso podrían haber sido des­
pedidos por su participación en piquetes violentos o
coactivos, ya que no quedó probada su participación
singularizada en los mismos, tal como resulta exigible
partiendo de la doctrina de la STC 254/1988.

De las Sentencias impugnadas. sin embargo. no resul­
ta esta conclusión. puesto que quedó acreditada la par-.
ticipación activa de los demandantes en la huelga y las
conductas que excedían en mucho de los límites del
ejercicio del derecho consistentes en actos de violencia
sobre las cosas, insultos a los compañeros y formación
de piquetes en los accesos a los centros de trabajo impi­
diendo mediante intimidación el libre tránsito de los ope­
rarios y de los clientes. afirmándose expresamente que
los actores llevaron a cabo tales hechos. la Sentencia
que invocan los demandantes en su favor -la STC
254/1988- se refería a la relevancia penal de las con­
ductas de quienes integran piquetes violentos o coac·
tivos. Al respecto concluyó entonces el Tribunal. no que
tales piquetes fuesen admisibles o tutelados por derecho
fundamental alguno, sino que la imposición de una pena
por participar en los mismos debía tener lugar tras una
individualización adecuada de los actos ilícitos y no
mediante la imputación colectiva a un grupo de deter­
minados actos penalmente reprochables. para condenar
a cualquiera de ellos. la cuestión. en el terreno estric­
tamente laboral. es distinta. El derecho de huelga incluye
el derecho de difusión e información sobre la misma
(STC 120/1982), pero no puede tutelar el de coaccionar,
amenazar. O ejercer actos de violencia para perseguir
sus fines. pues el mismo no incluye «... la posibilidad
de ejercer sobre terceros una violencia moral de alcance
intimidatorio. porque ello es contrario a bienes consti­
tucionalmente protegidos como la dignidad de la per­
sona y su derechG a la integridad moral (art. 15 CE)
que han de respetar no sólo los poderes públicos. sino
también los ciudadanos de acuerdo con los arts. 9
y 10 de la Norma fundamental" (STC 2/1982); tampoco
el derecho de huelga comprendo la limitación de lacapa­
cidad de decisión de otros «mediante la coacción psi­
cológica o moral" (STC 120/1983. AATC 71/1992
y 193/1993). la determinación de si algunos huelguis­
tas participaron en tales actos no tutelados por el dere­
cho fundamental, y la sanción que en términos jurídico
laborales ello pueda merecer vuelve a ser una cuestión
de mera legalidad ordinaria que corresponde establecer
sobre los hechos probados a los Organos judiciales,
como se hace en las Sentencias impugnadas.
. En el caso presente, con todo, sí quedó acreditado,

según la apreciación judicial. que los demandantes par­
ticiparon efectivamente en tales actos abusivos y aquélla
concluyó de manera motivada que dichos actos en sí
eran desde luego ilícitos, por lo que no puede consi­
derarse que vulnere el arto 28.2 C.E. esta conclusión.
en cuanto este Tribunal ha de respetar el margen de
apreciación de los. Jueces y Tribunales en el ejercicio
de su competencia (STC 120/1983, fundamento juridi-

ca 3.°). así como los hechos probados tal como han
sido fijados definitivamente en el correspondiente pro­
ceso [art. 44.1 b) lOTC].

7. lo anteriormente razonado nos lleva a desestimar
este recurso de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CDNFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado".

Dada en Madrid. a diecinueve de diciembre de mil
novecientos noventa y cuatro.-luis lópez Guerra.-Eu­
genio Diaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabal­
dón lópez.-Julio Diego González Campos.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

Sala Segunda. Sentencia 333/1994. de 19
de diciembre de 1994. Recurso de amparo
448/1992. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del TS.J. de Madrid que confirmó
la del Juzgado de lo Social núm. 7 de la misma
ciudad. Supuesta vulneración del derecho de
huelga: límites a su ejercicio.

la Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com­
puesta por don luis lópez Guerra. Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don José
Gabaldón lópez, don Julio Diego González Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 448/92. interpuesto
por la Procuradora doña María Jesús González Díez y
asistido del Letrado don José' M. lópez contra la Sen­
tencia dictada por la Sala de lo Social del Tribunal Supe­
rior de Justicia de Mlldrid. de 24 de octubre de 1991.
y contra la Sentencia del Juzgado de lo Social núm.,
7 de Madrid. de 12 de abril de 1991, confirmada por
la anterior. Han comparecido el Ministerio Fiscal y la
Entidad «DHllnternacional España, S. A.", representada

. por el Procurador don Antonio R. Rodríguez Muñoz, y
asistido de letrado.

Ha sido Ponente el Magistrado don José Gabaldón
lópez, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentadó en este Tribunal el 21 de
febrero de 1992, doña María Jesús González Díaz. Pro­
curadora de los Tribunales. interpuso, en nombre y repre­
sentación de don Alberto Pérez Márquez, recurso de
amparo contra la Sentencia del Juzgado de lo Social
núm. 7 de Madrid, de 12 de abril de 1991. confirmada
en suplicación por la Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid, de 24 de octubre de 1991.
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2. Los hechos que dan lugar a la demanda de ampa­
ro son, en síntesis, los siguientes:

a) El recurrente trabajaba en la empresa «DHL Inter­
nacional. S. A.», en la que resultaba de aplicación un
Convenio cuya vigencia se había de prolongar hasta el
31 de diciembre de 1989. En el Convenio se establecía
que su denuncia se había de producir, al menos, con
dos meses de antelación a la finalización de la vigencia,
considerándose prorrogado en caso contrario. La denun­
cia por parte de los representantes de los trabajadores
se realizó el 16 de noviembre de 1989.

b) A pesar de la extemporaneidad de la denuncia,
durante los meses de marzo a mayo de 1990 existieron
negociaciones para la revisión del Convenio. En elias
no se llegó a acuerdo alguno, continuando .en conse­
cuencia la aplicación del Convenio de 1989, bien que
con un aumento salarial unilateralmente acordado por
la empresa.

c) El 23 de octubre de 1990 los representantes de
los trabajadores acordaron convocar huelga indefinida
desde el 30 de octubre y, al día siguiente, se notificó
este Acuerdo a la empresa procediéndose asimismo a
denunciar el Convenio de 1989.

La convocatoria de huelga se relacionaba con el des­
bloqueo de la negociación de 1990 y con la reclamación
del cumplimiento total del Convenio vigente. El 26 de
octubre la empresa advirtió a los trabajadores de la ile­
galidad de la huelga convocada. Con posterioridad, los
convocantes rectificaron el preaviso, alegando la exis­
tencia de un error mecanográfico, haciendo constar que
la misma se relacionaba con la negociación del Convenio
para 1991. .

d) El recurrente formaba parte del comité de huelga.

e) El recurrente fue despedido por telegrama que
se le entregó el 23 de noviembre de 1990, siendo decla­
rado procedente su despido por las resoluciones ahora
impugnadas.

f) En los hechos probados de las resoluciones judi­
ciales impugnadas se contienen los siguientes extremos
relevantes: el actor secundó ·Ia huelga convocada y no
acudió al trabajo los días 30 y 31 de octubre de 1990,
2 de noviembre y del 5 al 8 de noviembre de 1990.
Además, se declaró probado que «...se encontraba en
la base 2, sobre las 19,30 horas aproximadamente, junto
a un numeroso grupo de trabajadores de la empresa
demandada que secundaban la huelga y que proferían
palabras como: hijos de puta y zorras, dirigidas a las
trabajadoras Eva Fernández e Isabel Rubio, que se diri­
gían, a la puerta de entrada, acompañadas de Javier
Macías, Jefe de cuentas de "DHL Internacional España",
el actor junto a otros seis trabajadores fue identificado
como integrante de aquel grupo».

g) Las Sentencias impugnadas fundamentan el fallo
en el carácter ilegal de la huelga. Esta se desprende
de su carácter novatorio y de las insuficiencias del prea­
viso. En efecto, si la huelga iba dirigida a apoyar la nego­
ciación para el año 1990, ha de reputarse novatoria:
durante este período el Convenio de 1989 continuaba
en vigor por su prórroga. De otro lado, si la misma bus­
caba reivindicaciones en la negociación de 1991, resulta
ilegal por defectos en el preaviso, al no haberse iniciado
siquiera la citada negociación. En fin, según alguna de
las resoluciones, la alusión al íntegro cumplimiento del
Convenio vigente aparece como mero subterfugio pues
el incumplimiento empresarial no queda acreditado. En
este contexto, dados los términos de los hechos pro-

bados, la participación de los trabajadores en la huelga
ilegal puede considerarse activa y, en cuanto tal. legitima
el despido acordado por la empresa. Además, se llega
a razonar que, aunque la huelga fuera legal. las conductas
desarrolladas por los actores no vendrían amparadas por
el derecho de huelga, al haberse excedido sus límites.

3. En la demanda de amparo se invoca el derecho
de huelga del arto 28.2 C.E. En las Sentencias impug­
nadas «late una concepción limitativa del derecho de
huelga» aunque «el T.C. ha declarado con reiteración
la necesidad de interpretar con criterios restrictivos los
límites de los derechos fundamentales» (STC
254/1988).

a) En primer lugar, la huelga convocada no puede
considerarse dirigida a «alterar, dentro de su período
de vigencia, lo pactado en un Convenio colectivo»
[ario 11 c) Real Decreto ley A.T.]. Según la doctrina cons­
titucional (STC 11/1981) y del Tribunal Supremo, no

'cualquier huelga realizada durante la vigencia de un Con­
venio colectivo ha de considerarse ilegal sino sólo las
específicamente novatorias (STC 38/1990). No es éste,
sin embargo, el supuesto. El convenio colectivo de 1989
había sido ya denunciado. Y aunque lo fue de modo
extemporáneo, la posterior negociación con la empresa
implica la «aceptación implícita» por ésta de la validez
de la denuncia, cuya extemporaneidad en cualquier caso
no le priva de su carácter. Por lo demás, en 1990 se
había producido efectivamente la denuncia, antes de la
iniciación de la huelga, por lo que el deber de paz había
desaparecido. A ello habría que añadir que se solicitaba
además el cumplimiento de las normas vigentes. En fin,
no resulta exigible la tramitacióndel art:'9.3 E.T.

b) Por otro lado, las resoluciones impugnadas son
«rígidamente formalistas» en relación con los requisitos
de la comunicación de la huelga y su incidencia en su
licitud. La huelga había sido notifícada en los términos
del art. 3.3 Real Decreto-ley R.T., a la autoridad laboral
y a la empresa con sus objetivos -desbloquear la nego­
ciación y exigir el cumplimiento del convenio- explici­
tados. No es exigible, sin embargo, que se concreten
los incumplimientos imputados a la empresa ni las ges­
tiones previas realizadas con ella.

c) No es posible, en fin, obviar la actuación de la
empresa durante la huelga. De un lado, se le levantó
acta de infracción por la sustitución de huelguistas por
«esquiroles». Se negó, asimismo, a negociar en tanto
durara la huelga, en incumplimiento del -art. 8.2 Real
Decreto-Iey R.T. Y, en fin, emitió comunicados en los
que afirmaba la ilegalidad de la agitación. Todo ello expli­
ca «las crispaciones producidas entre los huelguistas...
que han de valorarse en un marco que comprenda las
ilegalidades de la empresa», conforme a la doctrina cons­
titucional y del T.S. que advierte que la conducta de
los huelguistas «debe valorarse en el marco del Conflicto
colectivo en el que se encuadra».

d) El demandante no tuvo una participación en la
huelga que se pueda calificar de «activa». Se le imputa
estar en un grupo en el que se profirieron palabras insul­
tantes, pero no se le imputa a él de una manera indi­
vidualizada y concreta haber proferido esas palabras,
por lo que resulta de aplicación la doctrina de la STC
254/1988. Además, su conducta resultó probada sólo
por una testifical contradíctoria y d.ébil. deduciéndose
testimonios al Juzgado de Guardia por ese motivo de
la declaración correspondiente.
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4. Por providencia de 6 de julio de 1992 la Sección
acordó admitir a trámite la presente demanda, con los
correspondientes efectos legales.

5. Por providencia de 17 de septiembre de 1992,
la Sección acordó tener por personado al Procurador
don Antonio R. Rodríguez Muñoz, en nombre y repre­
sentación de «DHL Internacional España, S. A.», acusar
recibo de las actuaciones recibidas y dar vista de las
mismas a las partes personadas y al Ministerio Fiscal
por el plazo común de veinte dias para que dentro del
mismo efectuaran las alegaciones pertinentes.

6. El 16 de octubre de 1992 presentó sus alega­
ciones el demandante de amparo. En las mismas venía
a reproducir básicamente lo ya expuesto en su demanda,
subrayándo que es necesario para concluir si la huelga
en cuestión era lícita o ilícita valorar la conducta del
empresario, el cual, por ejemplo, contrató trabajadores
externos durante el período de huelga, lo que le valió
una sanción de la Inspección de Trabajo. A su juicio,
es patente que la huelga era legal. y esa legalidad no
queda empañada por el hecho de que algún huelguista
a título individual hubiese cometido excesos. En cuanto
a su conducta durante la huelga, que le valió el despido.
subraya que resulta aplicable la doctrina de la STC
254/1988. donde se advierte que no se puede hacer
responsable a quienes encabezan la huelga y requieren
a otros la adhesión a la misma. de los excesos punibles
que puedan cometer otras personas de un grupo.

7. El 14 de octubre de 1992 presentó sus alega­
ciones la entidad «DHL Internacional España, S. A.»,
representada por el Procurador don Antonio R. Rodríguez
Muñoz, interesando que el recurso de amparo fuese
desestimado por unas razones que en síntesis son las
siguíentes: .

- Considera que existe falta de agotamiento de la
vía judicial puesto que no interpuso el demandante recur­
so de casación para la unificación de doctrina. a pesar
de que, debía considerarse ello materialmente posible.
al menos a juicio de aquél. puesto que el mismo cita
en su recurso de amparo en apoyo de su pretensión
cinco Sentencias de la Sala de lo Social del Tribunal
Supremo. Por ello, este recurso de amparo se debe con­
siderar prematuro.

- No resulta aplicable al presente caso la doctrina
emanada de la STC 254/1988, puesto que aquel pro­
cedimiento se basaba en una Sentencia de carácter
penal y además se refería a una huelga que había sido
expresamente declarada lícita.

- La huelga sucedida en este caso debe considerarse
lícita por novatoria. puesto que el convenio colectivo
contra el cual se proyectaba la huelga estaba prorrogado
en su integridad. ya que la denuncia del mismo fue
extemporánea. Es preciso subrayar que inicialmente la
huelga se convocó para «desbloquear la negociación del
Convenio para 1990», y fue sólo más tarde, en una
supuesta corrección de errores, cuando se amplió ese
objetivo en la «negociación del Convenio para 1991 y
que el Convenio vigente se cumpliera en su totalidad».
«Erron> que es a todas luces inverosímil pues tras las
iniciales advertencias de la empresa de la legalidad de
la huelga, el comité ratificó el propósito inicial. y fue
entonces cuando se añadió la pretendida corrección
mecanográfica. Pero si bien se mira, nótese que el segun­
do fin es inverosímil. porque mal se puede desbloquear
la negociación de un Convenio para 1991 cuando ni
siquiera se había iniciado formalmente la misma. Y en
cuanto al pretendido fin de que se cumpliese su totalidad
del Convenio en vigor en ningún momento se hizo saber

a qué incumplimiento se hacía referencia. Considera que
esa acusación genérica hecha por parte del comité a
la empresa supone una vulneración del principio dé pre­
sunción de inocencia (art. 24.2 C.E.) porque la empresa
quedaba ante tal acusación en situación de indefensión.

- De ningún modo puede entenderse que la empresa
hubiera convalidado por la vía de hecho la extemporánea
denuncia del Convenio. de modo que se pudiese concluir
que de hecho fue consentida su denuncia y por lo tanto
la huelga hubiera de considerarse legal, aunque sí hubo
negociaciones para lograr un acuerdo -que posibilitara
un marco convencional para 1990-. que de hecho aban­
donó el comité. no obstante lo cual la empresa. de modo
unilateral acordó subir los salarios para 1990. Además
considera que la denuncia del Convenio hecha por los
trabajadores el 24 de octubre de 1990 no tuvo nada
que ver con las negociaciones que tuvieron lugar en
1990. sino que se efectuó para evitar la nueva prórroga
automática en 1991.

- Admitiendo que la huelga pretendiese el desblo­
queo de la negociación del Convenio para 1991. lo cierto
es que tal negociación ni siquiera se había iniciado. Ade­
más la prevención de indefensión consagrada en el arto
24 C.E. exige que la empresa conozca las materias objeto
de negociación, lo que 'jamás le fue comunicado por
los trabajadores, y además ni el Convenio estaba denun­
ciado. ni había existido en realidad fracaso de las nego­
ciaciones. De hecho la adopción del Acuerdo de huelga
se hizo el dia 23 de octubre de 1990. y la denuncia
del Convenio el día 24 siguiente.

- Han existido en efecto defectos en el preaviso.
tal como se recoge en la Sentencia de instancia, ni se
hicieron gestiones para solucionar el conflicto.

- No es cierto que la empresa hubiese contratado
ilegalmente trabajadores externos. ni la pretensión de
que ello se reconozca ahora puede ser subsúmida en
el marco del recurso de amparo, además de que tal
circunstancia es indiferente a los efectos de determinar
la legalidad de la huelga.

- Como se desprende claramente de las actuaciones,
la empresa no amenazó con sanciones a quienes secun­
dasen la huelga, sino que informó sobre el necesario
comedimiento de los comités y piquetes de huelga. y
del propio carácter ilegal de la huelga, CQR10 quedó más
tarde demostrado por las Sentencias ahora impugnadas.

- En la Sentencia de instancia se recoge claramente
la circunstancia de que el ahora demandante participó
directamente en la formación de piquetes violentos, lo
que tuvo lugar tras la libre apreciación por parte del
Juez de la prueba. Estos piquetes profirieron insultos
e intimidaron a los demás operarios y a los clientes,
lo que va más allá del recto ejercicio del derecho de
huelga.

- La empresa no ha despedido al demandante llevada
de una motivación antisindical. sino por haber desem­
peñado una conducta que vulnera los derechos de sus
compañeros a no seguir la huelga ni sufrir coacciones
o amenazas por tal razón.

8. El 9 de octubre de 1992 presentó el Fiscal sus
alegaciones, en las que interesaba que el presente recur­
so fuera desestimado.

Considera que la interpretación hecha por las Sen­
tencias recurridas del Real Decreto-ley 17/1977 según
la que se concluye declarar ilegal la huelga. basta la
lectura de los argumentos empleados en las Sentencias
para concluir que en ellas se hace una mera aplicación
de la Ley desprovista de formalismo o de sentido res­
trictivo del derecho de huelga. Se basa en la ausencia
de la denuncia previa del Convenio con ,la antelación
necesaria y se concluyó que se trataba de una huelga
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SENTENCIA

'. la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presiden~e; don Euge;
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez BerelJo. don Jase
Gabaldón López. don Julio Diego Go"nzález Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Mag!strados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

En el recurso de amparo núm. 807/92, promovido
por don Vidal Caballero Polo. representado por el Pro­
curador de los Tribunales don Antonio Andrés García
Arribas y asistido de Letrado. contra Sentencia de la
Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Sevilla.
de 28 de enero de 1992. recaída en apelación sobre
juicio de cognición. Ha comparecido el Ministerio Fiscal
y sido Ponente el Magistrado don José Gabaldón López.
quien expresa el parecer de la Sala.

Sala Segunda. Sentencia 334/1994, de 19
de diciembre de 1994. Recurso de ampa­
ro 807/1992. Contra Sentencia de la Audien­
cia Provincial de Sevilla, recaída en apelación
sobre juicio de cognición. procedente del Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Sevilla.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: indefensión imputable al
recurrente.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral de este Tribunal el 30 de marzo de 1992, el Pro­
curador don Antonio Andrés García Arribas, en nombre
y representación de don Vidal Caballero Polo. interpone
recurso de amparo frente a la Sentencia de la Sección
Cuarta de la Audiencia Provincial de Sevilla de 28 de
enero de 1992. dictada en rollo de apelación 461/91
sobre juicio de cognición 111/90. procedente del Juz-
gado de Primera Instancia núm. lde Sevilla. .'

2. El relato fáctico de interés para este recurso y
al que se contrae la demanda de amparo es. en síntesis.
el siguiente:

A) Con fechá 16 de enero de 1990. don José Luis
Pastor Muñoz planteó demanda frente al hoy recurrente
en amparo que correspondió tramitar al Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 1 de Sevilla como juicio de cog­
nición 111/90. pidiendo el otorgamiento de escritura
de compraventa por el demandado en relación con el
piso B -derecha subiendo la escalera e IzqUierda miran­
do desde la calle- situado en la primera planta alta de
la finca señalada con el núm. 31. hoy 33, de la calle
Virgen de Luján. en Sevilla, de la que don Vidal Caballero
Polo es titular registral. Seguidos los autos por los trá­
mites legalmente oportunos. recayó Sentencia del Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Sevilla, de 28 de
junio de 1991, desestimando tanto la pretensión del
actor como la reconvencional planteada por el deman­
dado.

B) Por providencia de 4 de Septiembre de 1991. del
Juzgado de Primera Instancia «UNO CIVIL. Sección ~».

se admite en ambos efectos el recurso de apelaclon
interpuesto por ambas partes, emplazándolas por tér­
mino de diez días para comparecer ante la AudienCia.
Con fecha 11 de septiembre siguiente, en escrito dirigido
a la Audiencia Provincial de Sevilla, comparece la repre­
sentación del hoy recurrente a fin de que se le tenga
por personado con carácter de apelante en «autos de
cognición núm. 111/90 del Juzgado de Primera Ins-
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En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CO IFIERE LA CONSTITUCIQN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

FALLO

Desestimar el presente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».

Dada en Madrid. a diecinueve de diciembre de mil
novecientos noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eu­
genio Díaz Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabal­
dón López.-Julio Diego González Campos y Caries Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo. similar
al 447/92 en cuanto al tema litigioso. consiste en deter­
minar si las Sentencias impugnadas han vulnerado el
arto 28.2 C.E.• por haber considerado que el despido
del ahora demandante. que había participado en una
huelga. era procedente tras concluir. en primer lugar.
que la huelga era en sí misma ilicita por diversas razones
y. en segundo término. que en todo caso. la conducta
concreta del trabajador despedido no excedía de lo que
resultaba admisible en el marco del lícito ejercicio de
la huelga. Alega el demandante. en síntesis, que la huelga
debía considerarse lícita y que además no quedó acre­
ditada su singular participación activa en la misma y
desde luego tampoco su participación individualizada en
actos violentos relacionados con la difusión y ejercicio
de la huelga por cuanto que sólo se acreditó estar pre­
sente en un grupo en el que alguno de sus componentes
realizó aquellos actos.

2. La ya mencionada identidad sustancial de este
recurso de amparo con el 447/92 hace innecesario rei­
terar en líneas generales lo argumentado enla Sentencia
correspondiente de esta misma Sala y fecha, bastando
remitirnos en general a lo allí razonado. por lo que igual­
mente procede llegar ahora a un resultado desestima­
torio de este recurso.

novatoria. y por lo tanto con objeto prohibido por el
art. 11 c) del mencionado Real Decreto-Iey.

La huelga era innecesaria. porque la denuncia del
Convenio obligaba a la negociación de uno nuevo y no
a la persistencia de una convocatoria al margen de la
ley. El demandante participó en esa huelga ilícita, lo que
motivó su despido.

Sí existieron pruebas en torno a los hechos imputados
al demandante. siendo más de uno los testigos que lo
incriminaban.

En todo caso. se dedujo testimonio para el Juzgado
de Guardia en relación ala declaración prestada en torno
a una persona distinta del recurrente.

Considera que la demanda de amparo se mueve en
torno a la discrepancia jurídica y a la distinta valoración
de la prueba hecha en la jurisdicción ordinaria. No hubo
en las Sentencias recurridas desconocimiento o minus­
valoración del derecho de huelga.

9. Por Auto de 1 de diciembre de 1992 la Sala
acordó no haber lugar a la acumulación de este recurso
con el recurso de amparo 447/92.

10. Por providencia de 15 de diciembre de 1994.
se señaló para deliberación y fallo de la presente Sen­
tencia el día 19 del mismo mes.


